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Si el desarrollo de los derechos se ha centrado en lo público, los 
intereses constitutivos de las mujeres fueron excluidos por pertenecer 
al ámbito de lo privado. El supuesto con el que opera la ley establece 
en dicho ámbito el lugar de los afectos y la intimidad. De todos 
aquellos ámbitos donde el Estado se pretende neutral, el relativo a la 
sexualidad y la reproducción viene a ser la piedra de tope de las políticas 
democratizadoras. En Chile el Estado alojado en la falsa neutralidad 
pero descansando en argumentos religiosos, no ha reconocido los 
derechos sexules y reproductivos como parte íntegra del reconocimiento 
ciudadano y de los derechos humanos, expresando así una clara 
inclinación discriminatoria en orden a perpetrar la dominación de las 
mujeres en el espacio privado.
Introducción
Una mirada a los debates sobre ciudadanía,  mujeres y 
democracia en los feminismos de principios de siglo XXI conduce a 
cuestionar la noción  rousseauniana de contrato social -con todas sus 
inconsecuencias frente a la vida privada, al ámbito de lo doméstico, 
la sexualidad, la reproducción  y al género- dejando en evidencia la 
necesidad de instalar debates públicos sobre la ampliación de los 
postulados clásicos del liberalismo ciudadano.  
A partir de esta constatación, esta refl exión tiene por objetivo 
abordar el proceso de exclusión de ciudadanía que trajo consigo el 
Estado moderno, sobre todo a partir de la rígida dicotomía público/
privado y la asignación de roles que dejó a las mujeres marginadas 
de la vida política y, por tanto,  en una situación desventajosa en 
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la cultura. Asimismo, se pretende situar el debate actual en torno 
a la democracia, a partir de la demanda por los derechos sexuales 
y reproductivos, en tanto parece ser un caso emblemático en el 
proceso de democratización y un  límite que ha operado en Chile 
en materia de igualdad, poniendo en tela  de juicio valores centrales 
de la democracia como la  justicia, libertad, autonomía, sentido de la 
privacidad y  laicidad. 
Estado-nación y exclusión de la ciudadanía femenina
En el marco de un paradigma normativo y hegemónico 
como el  Estado liberal, el pacto social que da origen a la comunidad 
política moderna en Chile -como en el resto de América Latina- es 
tanto un contrato entre individuos iguales como además -según 
Carole Pateman- un contrato sexual en tanto consagra la marginación 
de las mujeres como sujetos políticos en razón de su sexo.1 
  Sujetas a una desigualdad primigenia de carácter 
ontológico, la feminidad va a quedar fusionada, una vez más, 
con la naturaleza originaria, salvaje y desenfrenada, que debe ser 
domesticada, controlada y explotada socialmente. Tal como afi rma 
Kemy Oyarzún: “La exclusión de las mujeres en el derecho a la 
ciudadanía no fue algo espontáneo y natural; antes bien, se manejó 
mediante estrategias precisas que fueron altamente resistidas. 
La inestabilidad dentro del espacio nacional producido por el 
aislamiento de las mujeres se controlaba por altos niveles de coerción 
ejercida sobre todo al nivel del cuerpo.”2 
El derecho, la legislación y la justicia jugaron -y juegan- un 
papel importante en este esquema de discriminación. La efi cacia 
simbólica del  discurso jurídico actuó en directa relación con la 
autoridad que se le concede como poder de nominación y de re-
presentación; dicha efi cacia política se observa precisamente en lo 
que resulta como sujetos gobernados. 
Concomitantemente, la construcción de la subjetividad 
deseable para  el “proyecto de modernidad” se valió de la tecnología 
de la escritura como un discurso fundacional de frontera: “La palabra 
1  Pateman (1995).
2  Oyarzún (2003:103). 
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escrita construye leyes, identidades nacionales, diseña programas 
modernizadores, organiza la comprensión del mundo en términos 
de inclusiones y exclusiones”.1 De este modo, mientras el “sujeto de 
derecho” se inscribía con tinta en la Constitución, todos aquellos que 
no cumplieran con los requisitos de un tipo de subjetividad moderna 
quedaron des-rostrifi cados en el ámbito de la ilegalidad o como 
meros objetos de un derecho que los marginó. 
El poder disciplinario de la Constitución atendió a las 
posibilidades de emergencia del sujeto masculino y, en particular, de 
un cierto tipo de sujeto masculino (varón blanco, católico, propietario 
y heterosexual) como único agente de la vida pública, espacio desde 
donde se  terminará  por legitimar la ley de todos y el sistema de 
normas que regirá las esferas de lo no visible, del espacio privado y 
de los afectos donde supuestamente no interviene ni legisla. Desde 
este ángulo, el proyecto nacional patriarcal de la ley no reglamenta 
al sujeto femenino: lo excluye de la vida pública convirtiéndolo en un 
no ciudadano.2
Así se comienza a vislumbrar una de las paradojas del 
liberalismo: por un lado liberaba a los individuos de los vínculos y 
dependencias tradicionales, permitiéndoles conquistar en el ámbito 
de la privacidad y el derecho a tener una vida personal autónoma 
y, por otro, marginaba a más de la mitad de la población de la vida 
política efectiva. 
Lo público, lo privado, lo íntimo y lo político
Existe cierto  consenso en que la distinción entre la esfera 
1  Castro-Gómez (2003:148). 
2  Existir fuera de la legalidad de la escritura significó para las mujeres la subor-
dinación  legal frente al varón, a través de la implantación del Código Civil (ins-
pirado en el Código napoleónico) ya manifiesto en la Constitución de 1833. Esta 
jurisprudencia que rigió el país hasta 1925 (sin modificaciones trascendentes), 
significó, entre otras cosas, ser relegadas a la condición de menor (calidad), en 
virtud de un cuerpo que no les permitía hacerse responsables de sí mismas, de sus 
bienes y de sus hijos. El reconocimiento de derechos específicos de las mujeres en 
la Constitución Política trae consigo una nueva forma de organización discursiva 
que reorganiza las relaciones de poder en toda la sociedad y constituye el inicio 
de un proceso de transformación institucional a dos niveles: en lo ideológico y en 
lo político.
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privada y la esfera pública ha operado como barrera simbólica y real 
en el ejercicio concreto de la ciudadanía, delimitando quienes podían 
ser miembros de la comunidad o quienes eran sujetos de derechos 
políticos del Estado y, por tanto,  infl uyendo o con-formando el sentido 
de la democracia. Así pues, al  interior de este cuerpo de posturas 
críticas desde las teorías de género y feminismos, la escisión en estos 
ámbitos de la vida que asumió la tradición política occidental ha sido 
una de las tensiones permanentes, por cuanto sigue apareciendo 
como una trama cultural que distingue territorialidades, jerarquías y 
posiciones entre hombres y mujeres. 
Hannah Arendt1, sitúa el problema de lo novedoso de esta 
invención a partir de una revisión histórica de lo público, lo social y 
lo político. Desde la Grecia clásica lo público es lo político, el espacio 
común de los hombres libres; en cambio, lo privado se percibía en 
torno a la propiedad o el dominio de un espacio particular habitado 
por sus dependientes, cosas, personas o especies que estaban 
privados de derechos políticos y promoción social.
El espacio público, trascendente por excelencia, es el espacio 
de aparición entre hombres libres que actúan y hablan juntos. Espacio 
de la política (entendiendo a ésta como el arte de la persuasión),  de 
la acción (en tanto que capacidad de agencia) y, por tanto, del poder. 
Ser político en Arendt es alcanzar la libertad en un espacio público 
entre iguales en interacción con otros iguales. Para ello -para alcanzar 
la libertad y por ende ser político- debemos abandonar nuestra 
existencia privada: abandonar el hogar, el territorio familiar donde 
todo está asegurado y garantizado.2
Con la edad moderna y el Estado-nación, lo “social” emerge 
como una esfera que va  a redefi nir el accionar público, por cuanto se 
instala como el lugar donde los asuntos antes privados van a tener 
un espacio de circulación, agenciado desde la centralidad misma del 
Estado pero perdiendo también su carácter de tal. Es precisamente 
esta administración doméstica colectiva la que, de acuerdo a Arendt, 
no tiene sentido en el griego. Lo doméstico, el oikos, es el espacio de la 
necesidad (‘hombres que viven juntos llevados por sus necesidades’) 
mientras que lo político supone la libertad, es decir no hay sujeción 
a la necesidad.
Nuestro moderno sentido de lo “social” tiene su arranque 
1  Arendt (2002).
2  Birulés (1997:21).
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desde la misma noción de lo privado: “La emergencia de la sociedad 
–el auge de la administración doméstica, sus actividades, problemas 
y planes organizativos- desde el oscuro interior del hogar a la luz de 
la esfera pública, no sólo borró la antigua línea fronteriza entre lo 
privado y lo político, sino que también cambió casi más allá de lo 
reconocible el signifi cado de las dos palabras y sus signifi cación para 
la vida del individuo y del ciudadano”.1 
Así entonces, lo que era reconocible como privado en 
las coordenadas modernas quedó constituido por lo íntimo y en 
oposición a la esfera de lo “social”. Considerada extremo externo de los 
límites del gobierno, la idea de intimidad pasó a encarnar la tensión 
entre evitar la exposición pública o la intrusión gubernamental, 
por una parte, o la autonomía en el sentido de proteger la acción 
y decisión personal, por otra. El Estado liberal resuelve esta tensión 
identifi cando el umbral del Estado en un grado permisible en un 
dominio que se considera libre por  defi nición: la esfera privada. 
Con este movimiento el Estado asegura una personalidad inviolable 
garantizando autonomía de control sobre la identidad del individuo, 
en donde el límite estará dado en torno al hogar, la sexualidad y el 
cuerpo, quedando al  margen de sus alcances normativos. 
El problema que plantea esta escisión es que si el desarrollo de 
los derechos se ha centrado en lo público, los intereses constitutivos 
de las mujeres fueron excluidos por pertenecer al ámbito de lo 
privado. El supuesto con el que opera la ley establece en dicho 
ámbito el lugar de los afectos y la intimidad. Naturalmente era un 
ámbito desprovisto de poder, aparentando una neutralidad política 
en relación a los eventos ocurridos en dicho espacio pero al mismo 
tiempo incidiendo en la conformación de un tipo de subjetividad 
femenina recluida, dependiente y vulnerable. 
Según ha planteado Catharine Mackinnon: “La intimidad es 
el valor último del estado negativo. Conceptualmente es hermética. 
Signifi ca aquello que es inaccesible, inexplicable o no está explicado 
por nada más que sí mismo […] Es personal, íntimo, autónomo, 
individual, fuente original y avanzada fi nal del yo, sin género […] 
Quejarse en público de la desigualdad en  lo privado,  contradice la 
defi nición liberal de lo privado”.2
Esta rígida separación de esferas de los ámbitos de la vida 
1  Birulés (1997:49). 
2  MacKinnon (1995:339).
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ha sido cuestionada por  el movimiento político de mujeres, del 
mismo modo que el resto de los movimientos sociales de las últimas 
décadas del siglo XX, al proponer  una concepción alternativa de la 
democracia. Una  sociedad democrática que se extienda más allá del 
sistema político, mezclándose con la vida cotidiana de la comunidad, 
en la interacción y en la deliberación diaria que los sujetos deben 
experimentar para resolver sus problemas sociales. 
De este modo, el lema del feminismo más radical de los 
años setenta “lo personal es político” no supone en ningún caso la 
negación de la distinción entre ambas esferas, sino que pone énfasis 
en la estrecha  relación entre lo público y lo privado. Con ello, y desde 
el acuñamiento del concepto de Género por las ciencias sociales, se 
empezaría a consensuar esta relación como un elemento constitutivo 
de las relaciones sociales, basadas en diferencias que distinguen 
los sexos en donde priman relaciones de poder, el que se basa en 
la permanente construcción tanto del orden social en su conjunto 
como de subjetividades. En este sentido, lo público/privado es 
entendido como “politización de la subjetividad”. 
Destaca en esta corriente Kate Millet, quien planteó la 
noción de Política sexual1, en donde las relaciones de poder entre los 
sexos son primordiales (y anteriores a la lucha de clases) para explicar 
diversas situaciones de dominación en las esferas pública y privada. 
 La idea principal de que la subordinación de las mujeres 
es una cuestión de poder y que éste no se ubica exclusivamente 
en los aparatos del Estado ni en los partidos políticos sino que se 
cuela en todo el espacio de lo social -hasta el espacio de lo privado 
y lo íntimo como el espacio de los afectos- fue abordado teórica y 
empíricamente por Julieta Kirkwood en Chile durante la década 
de los ochenta. Así pues, “La realización de la política es algo más 
que una mera referencia al poder de Estado, a las organizaciones 
institucionales, a la  organización de la economía y a la dialéctica del 
ejercicio del poder; es también repensar la organización de la vida 
cotidiana de mujeres y hombres”.2 
Tal reconceptualización del poder entendido como relaciones 
sociales que circulan y fl uyen entre los individuos, microfísicamente, 
es tanto una apuesta teórica como política pues trae como corolario 
la posibilidad de  legitimar sujetos y prácticas que hasta entonces no 
1  Millet (1975). 
2  Kirkwood (1987:46).




Partiendo de esa refl exión, el feminismo realizó una conquista 
fundamental en la transformación de las relaciones de género, al 
instituir en el proyecto de transformación social un sujeto político 
que rompe históricamente con el retraimiento de la mal denominada 
condición femenina, proporcionando a las mujeres la posibilidad de 
romper con la condición de víctimas y de transformarse en individuos 
autónomos, lo que signifi ca tener existencia propia dotada de 
derechos. 
En este sentido se torna viable lo que Hannah Arendt defi nió 
como el derecho a tener derechos, en tanto exige un sujeto que 
delibere y tenga acción en la esfera política en la cual las decisiones 
sobre los intereses colectivos son adoptadas, sean estos intereses de 
naturaleza pública o privada. Siendo esto así,  el ámbito privado iba 
a comenzar a actuar, paradójicamente, como instrumento político 
en los procesos de democratización social, siendo los asuntos sobre 
la violencia, los afectos, la sexualidad y la reproducción, de primer 
orden  para el pleno ejercicio de la ciudadanía. 
Derechos reproductivos: “Cuerpos autónomos, vidas 
soberanas”
La lucha por la legalización del aborto como parte íntegra 
de derechos sexuales y reproductivos, marchó de forma paralela a la 
deconstrucción de la vida privada y a la socialización de lo cotidiano, 
situando la autonomía, la soberanía sobre el cuerpo y la libertad 
sexual y reproductiva como asuntos políticos de primer orden para la 
consecución de la ciudadanía plena. 
Lo que persiguieron los movimientos de  mujeres y feministas 
desde la década del los sesenta fue sobre todo romper una fi jación 
de identidad y de forma de inserción en el mundo que estaba 
directamente vinculada como construcción del orden patriarcal al 
cuerpo y a su capacidad reproductiva.  Y es que, cuando se trata de 
maternidad, en la cultura occidental moderna predomina el mito 
del amor materno, como si se tratara de un sentimiento universal 
de todas las mujeres, o un hecho instintivo o natural, propio de la 
1  Véase Foucault (1998). 
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feminidad o de la naturaleza femenina. “La creencia biologicista 
o esencialista sostiene que el sentimiento maternal es parte del 
equipamiento genético, y que predispone a las mujeres para ser 
(“buenas”) madres.  Según esta creencia, el sentimiento materno se 
manifi esta desde muy temprana edad, en la delicadeza y ternura de 
las niñas, en su inclinación natural”.1
Por ello la  consigna “nuestro cuerpo nos pertenece”, que 
se extendió en la década de 1970, debe ser rescatada como un 
enunciado y lugar de constitución de existencia propia como 
individuo. Desde esos años la lucha por la despenalización del aborto 
en América Latina ha sido una constante y a partir de 1990 es objeto 
de una campaña regional. Con ello se instala  el  acceso legal al aborto 
como un asunto de democracia y de justicia social y, por tanto, se 
exige a los Estados su despenalización y la legitimación de todas las 
razones que tienen las mujeres para requerirlo. 
Pese a esto, y ante  las insistentes demandas en torno a la 
despenalización, desde el año 1989 en Chile ni siquiera contamos con 
una de las modalidades de la interrupción del embarazo  denominada 
“aborto terapéutico”. El tema se actualiza y resulta atingente en la 
reciente campaña contra la decisión del tribunal constitucional en 
torno a la oposición de distribución de la píldora de anticoncepción 
de emergencia el año 2008. El slogan “cuerpos autónomos, vidas 
soberanas” manifi esta la falta de libertad, autonomía y dignidad de 
mujeres y hombres para tomar decisiones responsables sobre sus 
cuerpos, sexualidad y reproducción como parte intrínseca de su 
derecho humano a vivir una vida saludable. 2
Esta discusión no deja de ser confl ictiva y nos conduce a 
la pregunta por la democracia en relación a  la libertad e  igualdad 
para la consecución de  autonomía.  El problema que comporta esta 
relación está dada para Norberto Bobbio, debido a que la igualdad 
y libertad son valores antitéticos en su origen, en cuanto tienen sus 
raíces en concepciones del individuo y de la sociedad profundamente 
diferentes: “individualista, confl ictiva y pluralista la liberal; totalizante, 
armónica y monista la igualitaria”.3
1  Ávila (2004:36).
2  “Cuerpos autónomos, vidas soberanas. No al autoritarismo moral en Chile”, 
Declaración de movimientos sociales, junio 2009. Véase en:  www.Observatorio-
degeneroyequidad.cl
3  Bobbio (1996:7).
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No obstante su recorrido histórico, siguiendo al mismo 
autor, “Los ideales liberales y el método democrático gradualmente 
se han entrelazado de tal manera que, si es verdad que los derechos 
de libertad han sido desde el inicio la condición necesaria para la 
correcta aplicación de las reglas del juego democrático, también es 
verdad que sucesivamente el desarrollo de la democracia se ha vuelto 
el instrumento principal de la defensa de los derechos de libertad”. 1
La idea liberal según la que el gobierno favorece la libertad 
cuando se encuentra al margen de las disposiciones sociales 
existentes es una postura fi losófi ca conocida constitucionalmente 
como “libertad negativa”, la cual confi ere  el derecho a poder hacer o 
ser lo que se quiere hacer o ser. 
Frente a la diversidad de posiciones en este sentido, las 
propuestas que actualmente se confrontan en el debate teórico 
aluden a que lo que en el fondo está en juego es una relegitimación 
del Estado constitucional, desde el momento en que el principio de 
igualdad formal se ha revelado como insufi ciente para la consecución 
de la igualdad real en todos los ámbitos de la vida. Más allá de su 
acepción netamente normativa, la crítica apunta a ponderar la 
efi cacia política del discurso jurídico, individualizando a quienes 
tienen derecho a decir (y a ser escuchados), por lo tanto refl ejando 
valores, imaginarios, y discursos sociales que garantizan la efi cacia en 
los sujetos gobernados.2 
En  este sentido, la propuesta de igualdad planteada hoy 
por el pensamiento feminista no tiene como idealización el modelo 
de la igualdad clásica, que como ya sabemos fue enteramente 
construida por los hombres y para una parte de ellos. Por el contrario, 
la posibilidad de que las mujeres alcancen la igualdad implica la tarea 
de deconstruir y transformar ese modelo dominante de igualdad que 
se presentaba como proyecto de un sujeto universal. 
Es precisamente a partir de esta idea reciente, en torno a 
que los derechos no son universales si no se pueden expresar en 
1  Ibíd. 
2 Al respecto, cabe señalar que las críticas que establece Michel Foucault al Dere-
cho, han alimentado considerablemente muchas de las perspectivas feministas, 
al señalar la relación entre Ley, cuerpo y sujeto. Foucault señala que las prácticas 
judiciales, es decir la manera como las personas arbitran los daños y las respon-
sabilidades, definen formas de saber, tipos de subjetividades y relaciones entre el 
sujeto y la verdad.  En Foucault (2003:15-16).
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femenino, que el concepto de derechos reproductivos ha cobrado 
existencia en relación con la ciudadanía. Desde esta perspectiva, 
quienes defi enden  el “derecho a decidir”  postulan la maternidad 
como una decisión voluntaria y plantean el aborto como el último 
recurso de la libertad reproductiva ante un embarazo no deseado –o 
ante uno deseado y  riesgoso- pero no se quedan ahí: a ello subyace 
la necesidad de cambiar el contexto social que condiciona la toma 
de decisiones de las mujeres y de los hombres. Así pues, la demanda 
por los derechos sexuales y reproductivos pretende la regulación del 
Estado sobre la vida reproductiva, tanto en proveer los benefi cios 
sociales como en la institución de mecanismos legales, orientada por 
el derecho individual de elección -constitutivo de las condiciones 
de ser ciudadana o ciudadano- garantizando de esa forma que las 
personas estén habilitadas para hacer sus elecciones en este campo. 
“Todas las personas, niños y adultos, necesitan bienes e instrumentos 
materiales y simbólicos en el transcurso de su cotidianeidad. 
Los derechos reproductivos se constituyen exactamente en un 
instrumento que se debe extender a la vida diaria de las personas, 
liberándolas de los yugos seculares que todavía son considerados, en 
muchos casos, como propios de la condición humana”.1
Por lo tanto, construir derechos en estos terrenos hace que el 
lugar de la reproducción no sea más el de lo privado como privación 
y que la sexualidad no sea regida por el principio de la represión; 
ambos aspectos interrelacionados en la experiencia de las mujeres. 
Reproducción y sexualidad comprendidas como campos dotados 
de ciudadanía. De modo que hablar de libertad de elección en el 
campo reproductivo implica que en términos concretos los eventos 
del embarazo, parto, anticoncepción, aborto, adopción, sean vistos 
como campos interrelacionados, en donde cualquier restricción a 
la libertad y a las garantías de alguno de ellos remite a la persona y 
sobre todo a las mujeres a un lugar de desigualdad y dominación. 
Para que este reconocimiento se haga efectivo, y el Estado 
tome la responsabilidad de proveer los instrumentos que garanticen 
la libertad individual, se vuelve necesaria la garantía de un Estado 
laico que desculpabiliza las decisiones de las mujeres y respeta la 
libertad de opciones. Sobre esto trataremos a continuación. 
1  Ávila (2000:79).
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Democracia: deliberación y/o secularización
Pese a que en Chile la separación Iglesia-Estado tuvo lugar 
jurídicamente en 1925, el hecho que se trasladara la práctica religiosa 
al plano de lo íntimo no signifi ca que haya perdido incidencia ni en la 
esfera pública ni en la sociedad en general. De hecho y en la práctica, 
el lugar de las comunidades religiosas en sociedades modernas 
infl uye en la formación de la opinión y voluntad pública, según 
explica Jürgen Habermas en un polémico artículo en torno a “la voz 
pública de la religión”.1
En Chile los argumentos determinantes del aparato 
doctrinal patriarcal de la iglesia católica soportan las actitudes más 
reaccionarias, siendo uno de los mayores inconvenientes para la 
aprobación y reconocimiento de estos derechos. El accionar de la 
iglesia católica en particular y del resto de las instituciones religiosas 
en general, ha actuado por un lado presionando políticas sobre la 
acción del  Estado canalizado por partidos políticos simpatizantes,  en 
el sentido de interponerse a leyes y prácticas sociales que garanticen 
el acceso a los medios materiales y legales para la anticoncepción, 
para la práctica del aborto legal y para la prevención de enfermedades 
sexuales.  Y, por otro lado, actuando directamente  sobre la población, 
sobre todo femenina, a través del discurso doctrinario y represivo 
sobre la maternidad como lugar de realización y redención de las 
mujeres. 
El debate ha estado centrado predominantemente entre 
quienes, sin asumir la responsabilidad cotidiana de su crianza, tienen 
el poder para impedir o favorecer que se den esos nacimientos y 
quienes los tendrán que asumir afectiva y económicamente en el día 
a día.2 Sin embargo, los argumentos, han girado equivocadamente 
en torno a la noción de vida, de origen de la vida. Los movimientos en 
contra de la legalización del aborto mal denominados “pro-vida”, han 
levantado fuertes críticas a las posturas autonomistas postulando el 
aborto como un atentado a la vida en potencia del feto y, en tanto 
esta práctica sería una violación del principio constitucional del 
derecho a la vida, es completamente punible e inadmisible en el 
marco de un Estado de Derecho. 
Más allá de las diversas posturas que en sociedades complejas 
1  Habermas (2009b).
2  Lamas (2003).
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y pluralistas como la nuestra se dan, en este razonamiento existe un 
equívoco argumentativo que lo torna inválido para una democracia 
laica. El equívoco es que el debate sobre el aborto fue desplazado 
del campo de las libertades básicas hacia una disputa simbólica sobre 
el inicio de la vida. Este fue un movimiento político estratégico que 
pautó el debate público en América Latina en la última década. 
A raíz de esta constatación, no ha sido pretensión de este 
ensayo elaborar un debate en torno a la noción de la santidad 
del óvulo sino, por el contrario,  poner de relieve que este tipo de 
argumentaciones morales demuestra un claro intento de limitación 
de la democracia cuando se ignora el sentido laico del Estado y se 
restringe las libertades básicas en nombre de valores religiosos. 
“Confi ar en que una respuesta a la pregunta sobre “¿cuándo se inicia 
la vida humana?” solucionará el dilema del aborto es creer que ésos 
deben ser los términos argumentativos del debate (…) La narrativa 
del milagro de la creación de la vida humana en la fecundación es 
una narrativa válida para algunas comunidades morales, lo que no 
signifi ca que deba ser el fundamento moral para el debate sobre el 
aborto en una sociedad plural y laica. Y, en términos de ética pública, 
ése es un falso problema”.1
La pregunta que le sigue a esta afi rmación parece clara: 
¿cómo articular consensos y construir proyectos de sociedad 
pluralista? ¿De qué manera conciliar argumentos valóricos como los 
religiosos con la demanda por libertades básicas en torno a derechos 
reproductivos?
En Habermas, la esfera pública hace su contribución a la 
legitimación democrática de la acción estatal operando como eje 
de cohesión social para articular voluntades individuales en una 
voluntad colectiva. Basado en la premisa que sociedades pluralistas 
como la nuestra resuelven los confl ictos de manera discursiva 
(entendiendo por discursos los argumentos que inciden en la 
formación de preferencias), el fi lósofo alemán desarrolla el modelo de 
una democracia deliberativa.  El espacio comunicativo situado entre 
el Estado y la sociedad civil,  “entre los discursos institucionalizados 
por un lado, y el posicionamiento y las contribuciones espontáneas 
y cotidianas de los ciudadanos por otro”2, opera efi cientemente en 
la medida que los procesos comunicativos para la formación de la 
1  Diniz (2008:3).
2  Habermas (2009a).
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esfera pública política sean  independientes del  monopolio político o 
económico, así como estén también fuera de los dominios arbitrarios 
de las comunidades religiosas: “La política y la sociedad se basan en 
representaciones seculares fundamentadas de manera autónoma.”1 
Con ello, la admisibilidad de la religión en la esfera pública 
política en tanto que práctica privada  es posible y se torna deseable 
en la medida que se utilicen argumentos o razonamientos seculares, 
es decir argumentos accesibles para aquellos que, formando parte 
de la comunidad política nacional, no forman parte de la comunidad 
en cuestión. De lo contrario, “las iglesias sobrepasarían las fronteras 
de una cultura política liberal si pretendieran alcanzar sus objetivos 
políticos de manera estratégica, esto es, apelando de manera 
directa a la conciencia religiosa. Pues entonces querrían infl uir en 
sus miembros en cuanto que creyentes y no como ciudadanos. 
Intentarían ejercer una coacción sobre las conciencias e imponer su 
autoridad espiritual en lugar de aquel tipo de fundamentaciones que 
en el proceso democrático sólo pueden llegar a ser efi caces porque 
superan el umbral de la traducción en un lenguaje comprensible 
para todos”.2
La propuesta de Habermas es atingente a este debate por 
cuanto pondera la necesidad de traducir los lenguajes cotidianos 
a argumentos comprensibles dentro del marco de un Estado 
constitucional, cuestión en lo que vienen trabajando movimientos 
feministas a favor de conseguir la legalización del aborto a través del 
tránsito y la conformación de los derechos sexuales y reproductivos, 
concepto que aún no está del todo acabado, y que debe seguir 
siendo objeto de refl exión. En este sentido, parece ser que el sujeto 
político de nuestra sociedad de masas no es tanto el individuo del 
liberalismo como lo son los grupos sociales que desde los intereses 
de sectores privados infl uyen en decisiones políticas o desde las 
instancias políticas intervienen en la dinámica del mundo de la vida, 
con  especial incidencia en el ámbito de la privacidad. 
Con semejante aserto, la reciente elaboración de derechos 
que ha producido el feminismo permite posicionar estos asuntos 
en la vida política, en un lenguaje común propio de un Estado 
constitucional,  como un asunto que afecta a la sociedad en su 
conjunto y no sólo a algunas mujeres. Pese a ello, todavía en la esfera 
1  Habermas (2009b).
2  Habermas (2009b:6).
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pública los derechos reproductivos son considerados como una 
demanda de las mujeres para las mujeres. Incluso los hombres que 
incorporan la defensa de esos derechos anuncian sus posiciones 
a partir de un compromiso con la defensa de los derechos de 
las mujeres. Los que están en contra, a su vez, también dirigen su 
discurso a las mujeres como si fueran las únicas implicadas. 
Resulta relevante insistir en que el aborto es la expresión de 
un derecho reproductivo y, por lo tanto, fundamento en el derecho a 
la salud y en la autonomía de la voluntad: es ante todo una demanda 
por justicia en una democracia laica y prioritariamente una cuestión 
de derechos humanos y de salud pública. 1 
La apuesta e invitación entonces es ampliar este debate, 
tanto para incorporar más personas a su defensa como para 
transformarlos en una cuestión de interés general.
Palabras finales
Es inevitable preguntarse acerca de los límites de los 
conceptos contractuales del liberalismo. Desde esta perspectiva, 
lo que aquí se ha planteado es una  refl exión en torno a la falta de 
autonomía de las mujeres. Refl exión situada no como un proceso 
natural, progresivo, inevitable o irreversible, sino como un proceso 
discursivo con efectos materiales y políticos que se manifi estan tanto 
en la exclusión de la  ciudadanía como en la ausencia de autonomía 
en los propios cuerpos de las mujeres. Esto ha sido evidente en las 
inconsecuencias de los postulados liberales en torno a la libertad y 
la  igualdad y lo político percibido en torno a la dicotomía público/
privado. 
De todos aquellos ámbitos donde el Estado se pretende 
neutral, el relativo a la sexualidad y la reproducción viene a ser la 
piedra de tope de las políticas democratizadoras. Es por ello que 
la noción de autonomía -a la que subyace la idea de igualdad y 
libertad- invocada como demanda en la consecución la legalización 
del aborto, ha puesto en evidencia  la necesidad de explicar dicha 
soberanía en términos de Derechos. Es evidente, como hemos visto, 
que el Estado laico debe ser garante de su  cumplimiento. 
1  Diniz (2008).




No obstante, en Chile el Estado alojado en la falsa 
neutralidad pero descansando en argumentos religiosos, no ha 
reconocido estos derechos como parte íntegra del reconocimiento 
ciudadano y de los derechos humanos, expresando así una clara 
inclinación discriminatoria en orden a perpetrar la dominación de 
las mujeres en el espacio privado. En consecuencia, el Estado toma 
decisiones sobre nuestros cuerpos, como objeto de interpretaciones 
asociadas a patrones socio-culturales que consolidan relaciones de 
poder inequitativas. No parece justo. A las mujeres se les impone la 
maternidad, aún cuando su embarazo sea producto de una agresión 
sexual. Parece un crimen.
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